Carátula 


COMISIÓN DE POBLACIÓN, DESARROLLO E INCLUSIÓN 


(Sesión celebrada el día 12 de noviembre de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 15:39). 
(Ingresan a sala los representantes del Municipio A). 


—-La Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión tiene el agrado de recibir a los 
representantes del Municipio A, alcalde Gabriel Otero, Concejal Shirley Cauna y trabajadora social 
Virginia Mercader. 


SEÑOR OTERO.- Mi nombre es Gabriel Otero y soy alcalde del Municipio A. 


Quiero agradecer el hecho de que nos hayan recibido ya que para nosotros es una instancia 
muy importante. Estamos rumbo a la cuarta actividad, en este caso con la excusa de la correcaminata, 
pero con el objetivo claro de que es en contra de la violencia hacia la mujer, de género y contra 
cualquier otro tipo de violencia, como siempre lo aclaramos. 


En estos cuatro años en los que hemos organizado correcaminatas y en los ocho que 
llevamos de existencia —en los que ocupé el cargo de alcalde— el Municipio A ha transitado un camino 
en la agenda de derechos, en el seguimiento de los avances que a nivel legislativo se han dado 
profundizando en los derechos en lo relativo a la violencia contra las mujeres así como en los temas de 
discapacidad y de diversidad. Con la concejal Shirley Cauna y con la trabajadora social Virginia 
Mercader —los tres formamos parte del Equipo de Equidad y Género del Municipio A— entendemos que 
cuando se logran objetivos como este y se llega a miles de personas que participan activamente todo 
el año —lo del 24 de noviembre es un cierre de año especial en una fecha también especial, donde 
llegamos a tener en la segunda edición 9000 inscriptos, superando hasta la San Felipe y Santiago, y ya 
llevamos 2000 en lo que va de estos días— es justo mostrarles a los señores senadores algún 
resultado. Asimismo, queremos decirles que ustedes son una parte importante porque legislan e 
indudablemente tienen un panorama total de lo que pasa en nuestra sociedad, y porque su pienso es 
un pienso en perspectiva que deja sobre negro y blanco los grandes cambios. Pero también está la 
sociedad civil que es la que luego lo lleva adelante de manera colectiva. Creo que el gobierno 
municipal —en este caso el Municipio A, pero los gobiernos municipales en general- tiene el rol de ser 
parte de ese entretejido social, de ser mayoritariamente responsable de que la gente defienda sus 
derechos y haga visible la problemática; por sobre todas las cosas, nunca un actor de gobierno puede 
ser negador. En ese sentido, les traemos nuestros avances. 


Queremos invitarlos a que, de alguna u otra manera, sean partícipes, ya sea a través de las 
redes o yendo el sábado 24 a la actividad en sí misma. Además, es una actividad que tiene mucho de 
alegría. A pesar de que estamos conmemorando una fecha relativa a situaciones muy complicadas y 
muyy tristes, relativa a una pandemia, a circunstancias tremendas de violencia contra la mujer y contra 
la familia, sabemos que en esa marcha no pueden faltar la sensibilidad y la alegría de que se puede y 
de que estamos enfrentando el problema. 


Me gustaría que tanto Shirley Cauna como Virginia Mercader agreguen dos o tres puntos 
sobre el tema que a ellas les interesen. 


SEÑORA CAUNA.- Quisiera contarles cómo es la actividad y por qué el señor alcalde decía que, a 
pesar de que el tema de la violencia es muy escabroso, esta es una actividad alegre. 


Este año también sumamos a esta actividad la Red de Adultos Mayores y definimos que el 
coro, así como todos los allegados a esa red nos acompañen cantando una canción —es una 
sorpresa-—, y que sean ellos los que den comienzo a la carrera. Otro ítem de la carrera es que vestimos 
un árbol por cada compañera y mujer que falta. 


SEÑORA MERCADER.- Somos parte —como planteó el alcalde Otero- del Equipo de Equidad y 
Género del Municipio A. A lo largo del año hacemos un montón de actividades con diferentes objetivos, 
fundamentalmente trabajos de género para marcar acciones que puedan prevenir situaciones de 
violencia. 


Obviamente, nos falta mucho como sociedad. Culminamos el trabajo del equipo con la jornada 
de la correcaminata contra la violencia hacia las mujeres. Asimismo, hacemos mucho hincapié en que 
si bien es una problemática que nos preocupa y debería preocupar a toda la sociedad, corremos y 
caminamos contra toda clase de violencia. Invitamos a las mujeres, a los varones, a las personas trans, 
a los adultos mayores y a los niños; todos pueden correr o caminar, es decir que todos pueden hacer 
algo. Ese es el mensaje clave que queremos dar: todos podemos hacer algo para cortar con el silencio 
y el «no te metas». 


Es muy importante para nosotros que todos nos acompañen, como también lo es estar acá, 
porque la legislación tiene que acompañar toda la movida social porque, de lo contrario, es muy difícil 
cortar el flagelo de la muerte. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Muy buenas tardes. Recibimos con gran beneplácito a los integrantes del Equipo 
de Equidad y Género del Municipio A, como también este tipo de actividades. 


Me gustaría saber si tomaron contacto con las secretarias de la Bancada Bicameral 
Femenina, que es el ámbito, no institucional del Parlamento, pero sí donde las legisladoras 
centralizamos mucha tarea vinculada a la sensibilización y prevención, no solo respecto al tema 
violencia, sino también a todos aquellos relativos al género. En ese sentido, la Bancada Bicameral 
Femenina cumple un rol muy importante. Me pareció oportuno comunicárselos, ya que hay tiempo y la 
bancada cuenta con dos secretarias que gustosamente pueden atenderlos. Incluso, la bancada está 
muy cerquita de esta oficina como para poder buscar ese punto de apoyo y difusión que fortalece la 
idea que ustedes llevan adelante, además del vínculo que tiene en ese ámbito que —reitero— si bien no 
es institucional del Parlamento, trabaja en estos temas a veces de manera esforzada. 


SEÑOR CASTILLO.- Doy la bienvenida a la delegación de uno de los mejores municipios de 
Montevideo. 


Quiero que se lleven una imagen distinta a la que públicamente puede aparecer por ahí, 
porque en el Parlamento los senadores no solo debatimos y peleamos, sino que temas tan sensibles 
como este preocupan por igual al conjunto de las representaciones políticas partidarias que existen en 
la actividad parlamentaria. Tal vez uno quisiera un involucramiento mayor de organizaciones, pero es 
una larga lucha que vale la pena librar. 


Me parece muy importante la invitación a la actividad que están haciendo. Comparto lo 
expresado por la compañera senadora Payssé y, tal vez, podríamos enviar la versión taquigráfica de 
esta sesión a la Bancada Bicameral Femenina para trasladar esta invitación y evitar que los invitados 
tengan que hacer una nueva visita. Luego veríamos con el señor presidente y la secretaria de la 
comisión qué es lo que podemos hacer para sumarnos a esa actividad. Me parece que, además de 
ocuparnos de una nota muy triste del mundo actual que nos toca vivir, cada uno de nosotros y de 
nosotras debemos comprometernos cada vez más para que cese la violencia contra las mujeres, 
contra los niños y las niñas, contra el resto de la sociedad. 


En definitiva, más que nada pedí la palabra para sumarme a esta iniciativa, que parece muy 
buena. 


SEÑORA AVIAGA.- Es un gusto recibirlos. Los felicito por la iniciativa y por todo el trabajo que se ve 
que están desplegando. Y mi compromiso es elevar el planteo a la bancada de senadores del Partido 
Nacional, que en una hora se va a reunir. Les voy a hacer extensiva la invitación y seguramente en el 
Plenario también se pueda comunicar a los demás compañeros la noticia de que ustedes están 
trabajando en esta materia, además de la invitación respectiva a participar en el evento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros estuvimos hablando con la señora secretaria en función de lo que 
planteaba el señor senador Castillo, y vamos a estar enviando tanto la invitación como la versión 
taquigráfica de la comparecencia de ustedes del día de hoy a la señora presidenta del Senado, quien 
es la que formalmente puede establecer el mecanismo mediante el cual el Senado de la República 
pueda estar participando institucionalmente, además de realizar la comunicación al conjunto de los 


legisladores para que conozcan esta importante actividad y de alguna manera podamos estar 
acompañándolos ese día. 


SEÑOR OTERO.- Simplemente quiero reiterar nuestro agradecimiento y agregar que para nosotros, en 
tanto parte de un equipo, es importante poder decir que estuvimos en el Parlamento, en el Senado, y 
que fue recíproco el sentimiento acerca de la necesidad de que la sociedad civil encare estos temas, 
porque siempre una institución de gobierno, como es el Parlamento, refuerza credenciales. Nosotros 
tenemos un equipo muy fuerte, con muchas vecinas y vecinos que, como siempre digo, dejan el 
espacio de su casa, su ocio, la tele o la novela para ir a reunirse y participar en actividades. Entonces, 
realmente es importante llegar acá. Y con respecto a lo que decía la señora senadora Payssé, yo 
conocía que existía la Bancada Bicameral Femenina y en el momento, realmente, no lo tuve en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos, entonces, a la delegación del Municipio A por su presencia en 
la sesión de hoy. 


(Se retira de sala la delegación del Municipio A). 


Si los señores senadores están de acuerdo, cursamos una nota a la Presidencia del 
Senado con la invitación, a los efectos de que se determine cómo el Parlamento puede estar 
participando institucionalmente de esta actividad. 


(Ingresa a sala la Comisión Intersindical DDHH AFINDA-UTMIDES). 


—Damos la bienvenida a los integrantes de la Comisión Intersindical DDHH AFINDA- 
UTMIDES) Paula Taborda, Gino Giffoni y Sergio Turra. 


SEÑOR TURRA.- Antes que nada, agradezco que nos hayan recibido. 


Nos estamos presentando ante esta comisión y ante otras para comentar los cambios que se 
han producido en el Instituto Nacional de Alimentación en relación con los programas de apoyo 
alimentario. Hacemos énfasis en dos programas que nos parecen sustanciales, porque nos parece que 
ese cambio ha perjudicado a una gran parte de la población en situación de vulnerabilidad biológica. 


Ya hemos presentado esto a otras comisiones parlamentarias y también lo hemos dado a 
conocer a través de los medios de comunicación. 


Básicamente, se trata del cese del Programa de Atención al Riesgo Nutricional, que atiende a 
niños y embarazadas que presentan algún tipo de riesgo nutricional. Los niños que nacen con bajo 
peso o con anemia, las embarazadas que transitan su embarazo con bajo peso o con anemia o que no 
tienen un suficiente aumento de peso, hasta junio de este año eran derivados a este programa. Es 
importante recalcar que estas personas eran derivadas por el sector salud, o sea que un pediatra, una 
partera o una nutricionista sabía de esa situación y las derivaba a INDA. En Montevideo se podía ir a 
cualquiera de sus oficinas y en el interior a las intendencias, pero ahora se sumaron todas las oficinas 
territoriales del Mides. Allí realizaban un trámite y accedían a una prestación monetaria en una tarjeta 
magnética para la compra de alimentos, además de complementos de leche en polvo fortificada. En 
promedio, se retiraban unos dos kilos de leche por usuario en forma mensual o bimensual. 


Ese programa ha cesado; no se está ejecutando más, aunque sí siguen cargándose las 
tarjetas que anteriormente habían sido entregadas. Es decir que no se está ingresando nueva 
población y quedó reducido a los niños nacidos en el Hospital Pereira Rossell, con bajo peso o peso 
normal. Eso deja por fuera a toda una población que nace en otras maternidades y que puede 
presentar este tipo de problema. Entendemos que es una suerte de regresión en lo que es el derecho a 
la alimentación de las personas, sobre todo de estos colectivos vulnerables por aspectos biológicos, 
porque es perjudicial para cualquier niño que no nazca en esa maternidad. Por ejemplo, un niño que 
provenga de una familia trabajadora y nazca con bajo peso en el Casmu no accedería a esa prestación 
como antes. Lo mismo sucede en el interior del país; quedó solamente focalizado en el Hospital Pereira 
Rossell. 


El otro programa que entendemos que ha sufrido un cambio es el Programa de Apoyo a 
Enfermos Crónicos, que daba una prestación del mismo estilo: se entregaba una tarjeta magnética a 
personas con algún tipo de enfermedad, como diabéticos, celíacos, con problemas renales, con diálisis 
o pacientes oncológicos. A este programa se accedía por la patología, pero también se hacía un 
análisis del ingreso de la persona. Sabemos que un tratamiento médico se lleva una parte importante 
de los ingresos —sobre todo en los sectores que menos ganan-, y la propia enfermedad también 
requiere un apoyo nutricional, por lo que se les daba esa prestación. 


En este caso, el cambio más grande es que, en lugar de analizar el ingreso de la población, 
se utiliza el Índice de Carencias Críticas, que es un indicador que pretende captar a las personas que 
tienen mayor probabilidad de pobreza. Este índice tiene como una cuestión de materialidad, y si la 
familia tiene piso, paredes y techo, por más que no tenga dinero para los alimentos o para sostener la 
patología, no ingresa al programa. Eso mismo ocurre con el programa de atención a los niños. Ahora 
no hay más riesgo nutricional. Supuestamente, se los va a hacer ingresar por el ICC a las familias, pero 
lo que sucede es que no muchas califican. Es por eso que entendemos que se está dejando una gran 
parte de la población sin ese apoyo. 


SEÑOR GIFFONI.- Es importante aclarar que la prestación alimentaria de la tarjeta de INDA era de 
unos $ 600 mensuales. Quiere decir que no estamos hablando de un gran monto. Consideramos que 
en este caso se está recortando por una parte bien débil. En realidad, unos $ 600 para una persona 
que está enferma de cáncer, de HIV, es diabética o es celíaca —-puede haber una canasta entregada 
directamente en INDA— es muy poca plata, pero es dinero. 


En cuanto a lo que decía el señor Turra, el Índice de Carencias Críticas mide la población 
más vulnerable. Es una línea imaginaria que se construyó para medir quién está bajo la línea de 
pobreza o dentro de ella. 


El Índice de Carencias Críticas es una cuestión más material. Si en mi casa tengo un techo 
de planchada, por más que tenga una jubilación de $ 11.000, el ICC me daría alto y señalaría que 
tengo unas condiciones materiales de vida mejores que las que puede tener una persona que vive en 
un rancho de chapa o costanero, por ejemplo. Pero si una persona tiene una jubilación de $ 11.000 y 
una vivienda que le cedió el BPS por una cuestión social —me refiero al programa de apoyo a pasivos-, 
el ICC da alto. Entonces, si esa persona tiene cáncer, por ejemplo, tampoco puede acceder a esos $ 
600 que entregaba la tarjeta. Quiere decir que queda fuera del sistema, aunque antes estaba dentro. 


Muchos de los reclamos hechos en las oficinas territoriales se deben a que antes la persona 
tenía esta prestación que le permitía comprar ciertos productos que, con la jubilación que cobra, 
generalmente la tiene empeñada porque con $ 11.000 o $ 12.000 no puede vivir. Entonces, saca 
préstamos de acá y de allá, que luego tiene que pagarlos; se le corta un ingreso que, por menor que 
sea, en algo apoyaba la alimentación de las personas. Esto sucede, sobre todo, como decía el señor 
Turra, cuando se trata de personas que están transitando procesos de enfermedad con quimioterapia, 
radioterapia o HIV, que son quienes generalmente tienen bajas las defensas y deben consumir muchos 
medicamentos. 


SEÑORA TABORDA.- Además, para ingresar al PAEC —Programa de Apoyo a Enfermos Crónicos— 
tiene que haber realmente un daño; esto no es algo preventivo. Por tanto, si tengo diabetes, por 
ejemplo, tiene que haber una afectación visual, es decir, un daño patológico. 


También queremos recalcar que en este momento, en nuestro país, no hay ningún programa 
que atienda el riesgo o el daño nutricional, que se atendía hasta el 1.* de abril de este año. 


Anteriormente explicábamos que si antes del 31 de marzo teníamos un niño de un año y 
medio con anemia, si se cumplían estos requisitos, teníamos acceso a una prestación por dos años; se 
iba monitoreando y se evaluaba si se resolvía la anemia, el bajo peso o el retraso de talla. Sin 
embargo, si después del 1.* de abril tengo el mismo niño con esas características, no tenemos ningún 
apoyo específico para eso. Ello se debe a que se eliminó el programa que atendía el riesgo nutricional. 


Vinimos a la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión porque intersindicalmente 
estamos trabajando el derecho a la alimentación. A su vez, queremos señalar que Uruguay ha 
ratificado, por ejemplo, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que lo 
obliga a proteger, respetar y cumplir con el derecho a la alimentación. ¿Qué significa esto? Que si 
había una ley al respecto, una política o un programa que atendía y debía ser modificado, jamás podía 


ser modificado por algo menor a lo que se estaba dando. Quiere decir que si se atendía y se entendía 
que el programa de riesgo nutricional —o PAEC en este caso— debía ser modificado, tenía que ser 
cambiado por otro igual o mejor. Esto se debe a que, por tratarse de un derecho, no puede tener un 
carácter regresivo: lo que ya estaba otorgado no puede quitarse. 


Según tenemos entendido, en este contexto ustedes tienen la ley marco relativa al derecho a 
la alimentación. En este momento, en Uruguay, no hay una política específica. Se trabaja en temas 
alimentarios en diferentes partes del Estado, pero no hay una coordinación. Tampoco está 
reglamentado que haya recursos para esta coordinación. Creemos que con una ley marco —que se 
podría modificar, porque cada país tiene sus características— no se habría dado esta eliminación de un 
programa de riesgo nutricional, que hasta abril atendía 15.000 personas, y si se daba, era para que 
hubiera un programa mejor. 


En este momento, hay gente que está desamparada. Los niños que nacen en el Pereira 
Rossell tienen la prestación por 12 meses, pero si están con bajo peso no tenemos forma de darles 
otro apoyo, por más que tenga una prestación, como la TUS, que tiene un objetivo nutricional; la 
atención al riesgo de daño biológico se eliminó. Realmente, los que estábamos trabajando con la 
población más vulnerable no tenemos herramientas. Los $ 600 pueden ser pocos, pero no lo son 
cuando no los tengo. Hicimos la cuenta con el salario mínimo. Con un sueldo de $ 13.400, un hogar de 
tres personas y una canasta básica, se gasta el 75 % en alimentos; para la misma cantidad de 
personas y un sueldo de $ 20.000, el 50 % se va en alimentos. 


Por tanto, solicitamos que se considere este tema de la ley, porque realmente estamos 
violando lo que Uruguay firmó sobre respetar y proteger el derecho a la alimentación, sobre todo de los 
más vulnerables, los que ya tienen un daño. 


SEÑOR TURRA.- Por mi parte, quiero reforzar lo expresado y aclarar algunas cosas sobre el cese de 
este programa. Ya planteamos a qué población estaba dirigido y cómo está quedando afuera. Esto no 
va en contra de los niños que nacen en el Pereira Rossell, que sabemos que tienen determinadas 
características que los hacen candidatos a recibir ese y quizás más apoyo, pero nos preocupan los 
niños que nacen en otras maternidades —como Artigas o Tacuarembó- y tienen las mismas 
características. Entonces, hay hasta un criterio de desigualdad en el cambio que se produjo en esta 
política. Insisto; compartimos que se haga en el Pereira Rossell, porque tienen determinadas 
características, pero también nos preocupan los que nacen con iguales características en otros lugares 
y no pueden acceder al programa. 


En cuanto a los montos, quiero decir que $ 600 era la prestación base, pero a eso había que 
agregarle la leche fortificada. Además, si había más de un riesgo nutricional en la familia, la 
transferencia ya no era de $ 600, sino de $ 900; si había tres riesgos nutricionales, era de $ 1.100; y 
hasta cuatro riesgos nutricionales —y era lo máximo-— era de $ 1.600. Eso se sumaba al resto de las 
transferencias. Las familias podían tener la tarjeta de riesgos nutricionales, la tarjeta TUS y se sumaba 
esto, que era específico para estos problemas. Como dijimos, la derivación y el seguimiento los hacía 
un profesional de la salud que seguramente ponía controles más seguidos a ese niño o embarazada, y 
ahora perdimos todo eso. Este programa también servía para fomentar los controles de los niños y de 
las embarazadas, por lo que no se trataba solo del valor —que si lo analizamos, era mínimo-, sino del 
foco que se ponía en estas cosas. Todo esto lo hemos perdido y quería poner énfasis en eso. 


Si bien hay que ser muy cuidadosos con las palabras, también debemos ser rigurosos. 
Cuando hablamos de riesgo nutricional, no estamos diciendo que toda esta población esté desnutrida, 
porque para eso necesitaríamos un diagnóstico más afinado. El riesgo nutricional refiere a la 
posibilidad de que ese niño tenga una desnutrición. Si miramos las cifras del país —que figuran en el 
material que les dimos- podemos ver que se ha mejorado mucho, pero todavía sigue habiendo 
sectores que tienen problemas nutricionales, inclusive medidos por el propio Mides. En la Encuesta de 
Nutrición, Desarrollo Infantil y Salud, de 2013, había alrededor de un 4 % de niños con retraso de talla 
y en la segunda ya era de un 5 %. Si vamos a las cifras de inseguridad alimentaria en los sectores más 
pobres, había un 10,5 % en la primera y un 13 % en la segunda. Lo que quiero decir con esto es que, 
al margen de las cifras generales que han mejorado, si uno se pone a hacer foco en los números más 
específicos, los problemas se siguen manteniendo. Por tanto, no hay ninguna razón que implique este 
cambio. Si me dijeran que ahora no tenemos más desnutrición, no hay más talla baja ni inseguridad 
alimentaria, bienvenida sea esa decisión, mejor para todos, pero no hay una razón técnica que la 
sustente. Las autoridades aducen que tiene base en un criterio administrativo para unificar las 
transferencias y que no haya dos emisores del plástico; es compartible, pero eso no es lo central. El 
quid de la discusión es que antes había una población que recibía un beneficio por estar en una 
situación particular y ahora no lo está recibiendo. Para nosotros no hay posibilidad de que los recién 


nacidos que nazcan en Artigas, en Bella Unión o en Tacuarembó —por nombrar algunas localidades 
más alejadas— , con anemia, con bajo peso o con alguna otra complicación, puedan acceder a este 
programa. 


Esta es nuestra denuncia ante los integrantes de esta comisión: no hay un argumento técnico 
firme para decir que estos problemas se resolvieron como para poder realizar este corte. 


SEÑORA AVIAGA.- Buenas tardes a la delegación, gracias por venir y por tener la valentía de 
expresar todo esto que está pasando. 


Mi duda era cuál fue la explicación que dio el Mides para tomar esta decisión, pero recién fue 
contestada. Ahora bien, quisiera saber si han tomado acciones concretas con respecto a esta decisión, 
porque —entre otras cosas— mencionaron la violación al derecho de igualdad, que existe, porque de 
hecho, los niños que nacen en el hospital Pereira Rossell tienen una cobertura diferente a los que 
nacen en Bella Unión, por ejemplo, o en cualquier otra zona del interior del país, aunque son tan 
uruguayos y tan niños con problemas como los que pueden tener los que nacen en Montevideo. 


Entonces, quisiera saber —reitero— si han tomado alguna medida a ese respecto. 
Por otra parte, me gustaría que dijeran a qué institución pertenece cada uno. 


SEÑOR CASTILLO.- Me sumo al agradecimiento de la señora senadora por la información brindada y 
por la preocupación que están trasladando estos trabajadores —organizados en una comisión 
intersindical- provenientes de dos gremios que pertenecen al Mides. 


Su planteamiento es de recibo, puesto que se trata de un tema especialmente sensible 
porque se trata de niños, aunque si fueran adultos que padecen hambre, sería igualmente sensible. 


Estoy leyendo por arriba la documentación que nos entregaron y tomando nota de las críticas 
que realizan. No sé si figura en el material, pero por las dudas, lo pregunto: a raíz del cambio, ¿han 
detectado que la cifra de quienes no están siendo atendidos ha crecido? Según lo que dijeron, con el 
programa anterior se los atendía centralmente, y a partir de estos cambios hay una porción de 
población que no está siendo atendida. ¿Eso está cuantificado? ¿Eso es así realmente? ¿Podremos 
saberlo más adelante? Seguramente, lo que ocurra a partir de una denuncia de estas características, 
de esta trascendencia, es que tengamos que solicitar información a las autoridades del lugar para 
poder corroborar esta situación, esta denuncia. Los elementos que tenemos conforman una parte, pero 
entiendo que tenemos que escuchar la otra versión. Recién en ese momento podremos -—¡ojalá que así 
sea!- aportar caminos o vehículos para solucionar un problema que nos ocupa a cada uno de 
nosotros. 


SEÑORA TABORDA.- Quiero aclarar que el señor Sergio Turra es compañero de Afinda, y nosotros 
pertenecemos a Utmides. 


Lo que hicimos como trabajadores fue tomar el tema del derecho a la alimentación en la 
comisión intersindical para comenzar a estudiar la situación desde esa óptica y a salir a golpear 
puertas para poder trasmitir esta situación. Una de las que golpeamos es esta, también fuimos a la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes, y a la Institución 
Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo. 


Por ahora es lo que pudimos hacer. 


SEÑOR GIFFONI.- En realidad tenemos pendiente consultar a la asamblea sobre la posibilidad de 
presentar la denuncia ante la asamblea de la Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría 
del Pueblo. El tema es que nosotros como colectivo gremial definimos que primero se debe pasar este 
asunto por la asamblea, por una cuestión de respeto al órgano soberano de todo sindicato; 
posteriormente, allí se toma la decisión acerca de si hacer o no la denuncia ante la Institución Nacional 
de Derechos Humanos. Ya nos hemos reunido con Faroppa y otros compañeros de la institución que 
trabajan como técnicos y con ellos conversamos sobre esto que estamos planteando. 


En principio, la idea fue colocar el tema en el tapete, ya que es sensible y duele. Cuando 
estamos trabajando en un servicio, muchas veces vienen personas que nos dicen que les cortaron la 


tarjeta y preguntan por qué, ante lo que no podemos explicar que el índice de carencia crítica le da por 
arriba o por debajo de una línea imaginaria que no llega a medir la pobreza extrema o estructural. 
Entonces, se hace muy complejo dar una respuesta a la ciudadanía, que es la que pierde en este caso. 
Los ciudadanos más vulnerables son justamente los que asisten a estos servicios que son el INDA y el 
Mides, ya que este último absorbe al primero y hoy en día pertenecemos todos al Inciso 15. Estos 
servicios, en su misión, están enfocados en las personas más vulnerables. Ahora se corta una 
prestación a un sector vulnerable de la población que no solo está integrado por niños, sino también 
por adultos mayores que padecen enfermedades. 


Por consiguiente, nuestra idea es, repito, poner sobre la mesa este tema y tratar de ver qué 
plantean las autoridades al respecto. 


Con relación a lo que planteaba el señor senador Castillo en cuanto a si hay una medición, 
debo decir que es prematuro hablar de eso porque el corte se produjo en el mes de mayo y, por lo 
tanto, no tenemos datos fiables de la realidad para saber cuántos quedaron fuera del ámbito de la 
prestación. Sin dudas, la colcha es corta y si se tapa la cabeza se destapan los pies, por lo que resulta 
dificultoso saber qué es lo que pasó. Se buscó unificar una transferencia con la tarjeta Uruguay Social 
y se terminó cortando una transferencia. El movimiento no fue muy preciso y afectó a una población 
que antes no tenía por qué pasar por un ICC. Imaginemos a una persona de 70 años que tiene cáncer 
de próstata y acude para renovar una tarjeta del Programa de Apoyo a Enfermos Crónicos. Si le 
decimos que ahora corresponde hacerle una entrevista domiciliaria, cuya coordinación insume un plazo 
de 6 a 12 meses, puede ocurrir que cuando llegue la fecha de la entrevista la persona ya haya 
fallecido. Por una cuestión de mover mal las fichas en cuanto a mediciones se termina por cortar un 
beneficio que probablemente no cambiaría radicalmente la vida de la persona, pero sí podría haber 
significado un apoyo para lograr una mejor calidad de vida. 


Eso es lo que queremos discutir. En ese sentido, realizamos en la Facultad de Ciencias 
Sociales una jornada llamada «Por el derecho a la alimentación», en la que el señor senador Cardoso, 
entre otras personas —como Elisa Bandeira de la Facultad y Fernanda Aguirre por la Comisión de 
Derechos Humanos del PIT — CNT-, participó con una exposición. Nos interesaba tener la mirada del 
Estado, de la sociedad civil y de la academia sobre este tema. 


Esas son las acciones que lentamente desde nuestra organización intersindical hemos 
podido tomar. No es mucho lo que podemos hacer, pero sí ponemos nuestro grano de arena fuera de 
nuestra área de trabajo a fin de poner sobre la mesa este tema, que es muy sensible y mucha gente 
desconoce. Muchas veces las personas se enteran de lo que ocurre cuando llegan a un servicio a 
renovar una tarjeta PAEC, o a decir que tiene riesgo nutricional y la nutricionista planteó que debía 
acudir al Mides o al INDA a renovar la tarjeta. Esto no se maneja a nivel de los medios y la población 
en general desconoce el problema que, para nosotros, es bastante grave. 


SEÑORA TABORDA.- Yo trabajo en Uruguay Crece Contigo y allí se pueden solicitar las cifras que 
tenemos sobre el problema del bajo peso o de anemia. En este momento puedo mencionar el caso de 
un niño de 14 meses, con padres desocupados, que recibió el año de apoyo que le corresponde por 
haber nacido en el Hospital Pereira Rossell, pero en este momento no tiene ninguna asistencia, ya que 
no contamos con leche fortificada. Hay varios casos de este tipo, pero se pueden pedir las cifras o las 
encuestas, ya que están disponibles. Para una población normal se espera un retraso en la talla de 2,3. 
En este momento la parte de salud no cuenta con ninguna herramienta para revertir el riesgo y el daño. 
Cuando tenemos un chiquito con anemia, hay daño; un retraso de talla, nos está indicando la historia 
nutricional, o sea, que hay ausencia de nutrientes y micronutrientes esenciales para el crecimiento. 


Este programa era un apoyo. No digo que no fuera factible de ser corregido o cambiado, 
pero, en ese caso, debió ser cambiado inmediatamente por otro y mejor. Sin embargo, estamos yendo 
para atrás, sin tener en cuenta que es un derecho y, por tanto, no puede ser regresivo. 


Con esto del trabajo en derechos empezamos a estudiar y podemos decir que Uruguay 
ratificó un pacto internacional que, con esta medida, lo estaríamos violando. Entre otros conceptos, en 
ese pacto se expresa que la obligación de respetar implica que los Estados no pueden suspender leyes 
o políticas que permiten el acceso a los alimentos, por ejemplo, legislación relativa al bienestar, 
programas relacionados con la nutrición. Por ser un derecho, este no tiene carácter regresivo, es decir, 
las modificaciones en las leyes o políticas que se realicen deberían garantizar el mismo o mejor nivel 
de acceso a los alimentos que se tenía antes de dicha modificación, si no, se estaría generando 
desamparado del derecho de la población. 


Los aspectos jurídicos de estos instrumentos, de estas obligaciones que nuestro país ratificó 
como Estado, permiten a una persona exigir al Estado que cumpla con sus obligaciones y reparar la 
situación que ha originado la violación de este derecho. 


No pretendemos decir que el programa era perfecto; era el que había. ¿Había que 
cambiarlo? Capaz que sí, pero no de la noche a la mañana creando un desamparo. Se puede 
comprobar consultando a las fuentes, que hablan del bajo peso, de la anemia y del retraso de talla que 
tenemos. 


Vinimos, específicamente, porque en el Parlamento se está estudiando un proyecto de ley — 
promovido y apoyado por la FAO, por los frentes parlamentarios contra el hambre—, por el que se 
establecería una ley marco, lo que sería un paso gigantesco para que realmente el derecho a la 
alimentación se concrete y sea una garantía para toda la población. Es una ley que tendría que salir; y 
capaz que no tendríamos que discutir este tema. 


SEÑOR TURRA.- En el material que trajimos se incluyen algunos datos que podemos avizorar — 
aunque otros no-— y, por ejemplo, como se indica en la primera gráfica de uno de los repartidos que 
mostramos a los señores senadores, aparecen detalles sobre el riesgo nutricional y niños de bajo peso. 
En 2017, de acuerdo con cifras del MSP —que es citado como una de las fuentes—, en Montevideo 
nacieron 1985 niños y, en el resto del país, 1399. Si tuviéramos que decir cuántos estarían quedando 
afuera, serían todos los que nacieron en el interior del país y todos los que nacieron en Montevideo de 
bajo peso, que no nacieron en el Pereira Rossell. En este hospital nacen, aproximadamente, 7000 
niños al año; en Montevideo, 22000. O sea que a pesar de la diferencia de atención entre los que 
nacen en el Pereira Rossell y los que nacen en otras maternidades de la capital los datos indican que 
hay niños que nacen con bajo peso. Toda esa población estaría quedando por fuera. Esta es una de 
las cifras que podemos tener; otras, ya es más complicado. 


SEÑORA TABORDA.- Hemos hablado de los niños nacidos. Pero también hay datos sobre los 
embarazos de adolescentes que también eran apoyados por este programa, así como de los 
embarazos de riesgo por bajo peso o anemia, que literalmente quedaron sin ningún apoyo. 


SEÑOR CARDOSO.- Doy la bienvenida a la delegación, es un gusto recibirlos y escucharlos. 
Quisiera hacer una pregunta muy sencilla: ¿de cuántos niños estamos hablando? 


A propósito, hemos invitado a la ministra de Desarrollo Social a que concurra a la comisión y 
espero que lo haga a la brevedad, justamente para plantearle este tema. Integro la comisión 
parlamentaria contra el hambre y he trabajado mucho en esto; estuve en Madrid hace poco, es decir, 
nos hemos ocupado de este problema con insistencia. Por eso, nos interesa consultar a la señora 
ministra sobre los temas que plantea la delegación, ya que nosotros también los tenemos registrados. 
Por eso, reitero: ¿de cuántos niños estamos hablando? ¿Cuántos niños quedarían afectados por la 
suspensión de la tarjeta? 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero hacer dos planteos. 


En primer lugar, nosotros ya tuvimos una comparecencia del Mides a mitad de año, en 
oportunidad de tratar la rendición de cuentas, donde se hicieron algunas manifestaciones vinculadas al 
traslado del INDA de un ministerio a otro y a toda la reconstrucción. Todavía nos queda ver los pasos 
que se están dando, y acá tenemos una cantidad de información que nos gustaría verificar a nivel del 
ministerio. 


En segundo lugar, la Cámara de Diputados tiene tres proyectos de ley en un marco integral, 
que creo que fue mencionado, y otros dos proyectos más que de alguna manera habrá que unificar. 
Quien trabajaba mucho en estos temas con el señor senador Cardoso era la diputada Sanseverino. 
Quien habla, de alguna manera, a pesar de estar en otra cámara, que no es la misma que la que 
estaba la diputada Sanseverino, ha tomado algunos de esos proyectos, y quien la está sustituyendo 
ahora, la diputada Hugo, también. Si bien las leyes integrales y las leyes marco son muy importantes, 
no solucionan, como si tuvieran un botón mágico, circunstancias que son producto más de la coyuntura 
—eso no quiere decir que no se deba trabajar en una ley marco y mejorar lo que tenemos-—, pero vale 
por lo menos plantear el interés y el conocimiento de que existen esos proyectos —uno creo que es un 
anteproyecto— y que estamos tratando de unificarlos para ver si podemos legislar algo que sintetice las 
distintas iniciativas que fueron presentadas en el marco de una ley más integral. 


SEÑORA ALONSO.- También me sumo a la bienvenida a la delegación, y pido disculpas por mi 
llegada tarde. 


La verdad es que escucharlos me genera una enorme preocupación, pero me preocupa aún 
más que esto siga permaneciendo. En algún momento, nosotros hicimos una exposición en la media 
hora previa del Senado, y también consultamos al director del INDA, en oportunidad venir por el 
tratamiento de la rendición de cuentas. 


Realmente, los criterios no nos quedaron claros. No tuvimos una respuesta clara y concreta 
de si el criterio tenía que ver con una cuestión presupuestal, estratégica, territorial o poblacional. En 
ese sentido, me gustaría que nos dijeran cuál es su visión. Recién escuchaba decir que uno puede 
entender el cambio de metodología, pero el problema es que ese cambio debería haber sido sustituido 
por otro porque estamos hablando de los dos extremos de la población, de niños y de nuestros viejos, 
de personas con determinadas deficiencias y enfermedades. Entonces, parece de lógica, de sentido 
común, de humanidad y de sensibilidad plantear esto. Si mañana no les toca recibir esa prestación, 
pasado tampoco y el mes que viene tampoco, y no sabemos cuándo, muchos tendrán que dar la cara 
para explicar que por criterios que no se conocen a habido cambios. Se supone —recuerdo lo que dijera 
la ministra en la comparecencia que tuvo en oportunidad de la rendición de cuentas— que esto 
apuntaba a mejoras en una reestructura de mayor eficiencia. Esa fue la única respuesta que tuvimos y, 
sinceramente, como no me dejó satisfecha, me gustaría saber si tuvieron alguna respuesta —me 
imagino que habrán hablado con las autoridades del INDA—, más allá de como decía el señor senador 
Cardoso, esto amerite una nueva comparecencia del director del INDA y de la autoridad máxima, como 
es la ministra de Desarrollo Social. 


SEÑORA AVIAGA..- Me gustaría hacer la siguiente consulta. 


Uruguay tiene un grave problema de plombemia en niños que especialmente fue muy 
estudiado en Paysandú, y que afecta el desarrollo intelectual y físico, porque hay una vulnerabilidad 
nutricional de los niños que tienen ese problema. En este caso, ¿estaban amparados por esa 
prestación? ¿En qué situación quedan? Según entiendo, hay estudios científicos que aseguran que 
continúan existiendo problemas y que estaba en duda la continuación de la policlínica en el Pereira 
Rossell. 


En suma, no tengo en claro si sigue o la cerraron y quisiera que me dieran información al 
respecto. 


SEÑOR TURRA.- Salimos a dar a conocer esta situación porque el 8 de mayo solicitamos una 
entrevista a las autoridades del ministerio para discutir el tema del cambio en los programas —esto 
también impacto en los aspectos organizacionales de la institución— y no obtuvimos respuesta. Hemos 
mantenido varias reuniones en función de otros asuntos y problemas, por ejemplo, del cambio de inciso 
comenzamos a cambiar de inciso cuando el señor senador Castillo estaba en el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social—, pero la discusión respecto de las modificaciones en los programas no se dio. Se 
conversó periféricamente, pero no hubo una reunión específica para discutir ese cambio. Recién el 
jueves 8 de noviembre —de mayo hubo que esperar a noviembre-se fijó una reunión desde Afinda para 
conversar sobre este tema, pero debió suspenderse por un tema de salud del director de INDA. 


Lo cierto es que no hemos tenido posibilidad de discutir a fondo con la administración sobre 
estas modificaciones en las políticas. Lo que hemos podido leer entre líneas por esas reuniones que 
han surgido y por otras que han tenido los compañeros de Mides, es que básicamente esto obedece a 
un tema presupuestal. El proceso de este cambio fue bastante tortuoso para los trabajadores y los 
usuarios. Apareció con una caída del sistema —incluso existen notas de prensa del semanario Brecha y 
algún otro periódico que hacen referencia a este tema— y hubo mucha desinformación en el medio. La 
gente iba y venía para ver si podía levantar la leche fortificada con hierro que también se dejó de dar. 
Sucedieron muchas cosas juntas y no hubo claridad en este proceso al realizar el cambio de 
modalidad. Lo que hemos podido vislumbrar es que aparentemente se trata de una cuestión de 
recursos. No ha sido puesto blanco sobre negro, pero es lo que nos han dado a entender. 


El programa atendía a unos 15.000 usuarios; no todos son niños porque el Programa de 
Atención al Riesgo Nutricional incluye a adolescentes embarazadas. Los que nacen en el Pereira 
Rossell son 7.000, es decir, la mitad, pero no todos están siendo captados. Una parte de esos 7.000 no 
están realizando el trámite, lo podrían hacer después en las oficinas territoriales más cercanas, pero 
tampoco está tan afinado el hecho de que todos se llevan la prestación. Se está dejando fuera a 
bastante gente. 


En cuanto a la segunda interrogante, hace bastantes años el programa que apoyaba a las 
personas que tenían plomo ha ido bajando porque fue disminuyendo la cantidad de niños con 
plombemia y, a la vez, desde salud —nosotros no estuvimos en esa discusión— se subieron los niveles 
de plomo en sangre que debería presentar la persona para acceder al programa. De 20 miligramos de 
plomo en sangre se pasó a 30, lo que hizo que mucha gente no accediera al programa aun teniendo 
plomo en sangre. Tengo entendido que la decisión de este punto de corte se hizo desde las cátedras 
de pediatría del Pereira Rossell. Entonces, hace bastantes años ya que el programa de plombemia no 
se está ejecutando; por un lado, por la disminución de la población y, por otro, por la subida de los 
niveles que debe tener para ser apoyado. Eso no se está ejecutando más, reitero, pero hace bastante 
tiempo ya, creo que desde el período anterior. Si bien no tengo los detalles, fue a partir de instancias 
realizadas con el sector salud y con la cátedra que atendía a estos niños en el hospital Pereira Rossell. 


SEÑORA TABORDA.- Lo otro que también se redujo son los comedores. En Montevideo, de ocho 
pasaron a tres. Lo que ocurre es que la gente que está necesitando este apoyo no tiene plata para el 
boleto. Por ejemplo, podemos tener gente que vive en el kilómetro 21 de Camino Maldonado y tiene 
que ir hasta 8 de octubre y Comercio; es imposible que pueda ir caminando, embarazada o con niños. 
Se necesitarían más de 


$ 1.300 solo para boletos para ir todos los días a retirar la comida. Y si tienen más de dos faltas, se da 
de baja a la prestación. 


Por otro lado, también se adujo que la leche no se retiraba. Pasa lo mismo: no hay plata para 
el boleto y la gestión no está descentralizada. Entonces, al no poder pagarse el boleto de ida y vuelta, 
la persona no puede ir a retirar la leche. Hay que tener en cuenta que estamos hablando de personas 
que no tienen dinero. 


SEÑORA ALONSO.- Quiero hacerles una consulta sobre un tema que fue muy polémico durante un 
tiempo; después, como siempre pasa con estas cosas, temas urgentes fueron tapando los temas 
importantes. 


Acá se habló de inseguridad alimentaria severa y la propia ministra dijo que eso en Uruguay 
no pasaba, lo desconoció. Dijo que inseguridad alimentaria severa es pasar hambre. Se habla de 
porcentajes, pero detrás de esos porcentajes —que parecen cifras muy frías- hay personas, hay 
familias, hay niños en particular. Yo quiero que ustedes me digan si eso, definitivamente, es lo que 
expresó la ministra Arismendi y de qué porcentaje de inseguridad alimentaria severa ustedes creen que 
estamos hablando, más allá de lo que acabo de mencionar con respecto a las cifras. 


Hay un cuadro que, entre otras cosas, muestra que el 71 % de las familias más pobres 
presenta algún grado de inseguridad alimentaria y que el 13 % presenta inseguridad alimentaria 
severa, O sea, pasa hambre. ¿Eso es así? ¿Este es el porcentaje del que ustedes hablan hoy según 
los datos a noviembre de 2018? 


SEÑOR TURRA.- Voy a hacer una aclaración. Estos datos están sacados de un estudio que ejecuta y 
realiza el Mides con el Instituto Nacional de Estadística, que es la Encuesta de Nutrición, Desarrollo 
Infantil y Salud, ENDIS. Se han realizado dos encuestas. Los datos de la primera se tomaron en 2013 y 
se publicaron en 2015. La otra encuesta se realizó en 2015 y esos datos se publicaron recientemente, 
en 2018. 


Esos son los datos más recientes que tenemos y sí, la cifra de inseguridad alimentaria 
severa para la población que participó de esta encuesta es 4,3 % en la primera ENDIS y 4,8 % en la 
segunda ENDIS. O sea que no bajó, se mantuvo. Si bien podemos decir que no es algo significativo, la 
cifra se mantuvo, no mejoró. Si consideramos a los más pobres, esa situación la veíamos en un 11 % 
en la primera encuesta y en un 13 % en la segunda. Entonces, lo que vemos es que ese porcentaje ha 
subido, levemente, pero ha subido. Reitero: podemos decir que no es algo significativo. 


Son encuestas que, como dije, ejecuta el Mides con el INE, o sea, con una metodología 
probada y certificada. Por eso yo decía que no había argumentos técnicos para realizar este cambio, 
porque los problemas no se han resuelto, se mantienen, están. Capaz que estas intervenciones 
ayudaban a que el problema no se agravara; ahora no van estar y no sabemos cuál va a ser el 
panorama. Se va a hacer una nueva ENDIS y tendremos más datos. 


Con respecto a los niños pequeños, si bien los señores senadores lo saben, es bueno conocer 
e insistir en todos los procesos que se dan en su crecimiento y desarrollo; me refiero a los factores 
específicos que un niño necesita para desarrollarse adecuadamente, al cableado neurológico y demás, 
es decir, cómo todo lo que se realiza afecta el ambiente y también la nutrición. 


Entonces, si bien esta no era la solución mágica, era una medida que se sumaba a otras 
estrategias que se vienen realizando. Por eso, no es caprichoso que salgamos a decir que es un 
recorte; realmente lo es. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su comparecencia en el día de hoy. Es un tema que queda 
claramente en la agenda de la Comisión de Población, Desarrollo e Inclusión de la Cámara de 
Senadores. 


(Se retira de sala la delegación de la Comisión Intersindical de DDHH Afinda-Utmides). 


SEÑOR CARDOSO.- Queremos reiterar —-ya lo votamos acá- que solicitamos la presencia de la 
señora ministra de Desarrollo Social. Con lo que acabamos de escuchar, hay suficientes elementos de 
peso como para convocarla y preguntarle acerca de las cosas que los invitados han denunciado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto la necesidad de convocar a los representantes del ministerio. 


Esta es la última sesión ordinaria del mes. Si los señores senadores están de acuerdo, 
coordinaríamos la posible comparecencia para la primera sesión del mes de diciembre, salvo que se 
quiera convocar una sesión extraordinaria. 


(Apoyado). 
—Entonces, sería para la sesión del lunes 3 de diciembre. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 16:43). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


